
REF: ACCION DE TUTELA N° 257404089001 2024 00064 00 
 

JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE SIBATÉ 
Sibaté, doce (12) de febrero de dos mil veinticuatro 

 
Se encuentran al Despacho las presentes diligencias a fin de proferir la decisión que en derecho 
corresponde respecto de la petición de acción de tutela instaurada por el señor YEIN RINCON GOMEZ 
en contra de la SECRETARIA DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD DE CUNDINAMARCA SEDE 
OPERATIVA DE SIBATÉ.  
 

ANTECEDENTES 
 
El señor YEIN RINCON GOMEZ, actuando en nombre propio, instauró ante este Despacho acción de 
tutela en contra de la SECRETARIA DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD DE CUNDINAMARCA SEDE 
OPERATIVA DE SIBATÉ, solicitando se tutele el derecho de Habeas Data. 
 
Como fundamento de su petición, el accionante narra los hechos indicando que, radicó derecho de 
petición ante la accionada, el pasado 24 de octubre de 2.023, con el objetivo de que se realizara la 
actualización en la base de datos SIMIT, que en respuesta  del 19 de diciembre de 2023, se dirigió 
nuevamente ante la accionada, indicándoles que aún se reflejaba la sanción a su nombre,  que a la fecha 
26 de diciembre de 2023, aún sigue vigente la multa a su nombre, vulnerándose así su derecho 
fundamental de Habeas Data, finalmente indica el accionante, que en caso de recibir respuesta negativa 
de su petición, deberán remitir la misma ante la entidad competente. 
 
Como derechos fundamentales vulnerados, señala el accionante, el derecho al Habeas Data, artículo 15 
de la Constitución Política de Colombia. 
 
Indica el Accionante que se cumplen los requisitos de procedencia y legitimidad dentro de la presente 
acción constitucional. 
 
Fundamenta su petición el accionante, en los artículos 23, 15 y 86 de la Constitución Política de 
Colombia. 
 
Pretende el accionante que, se le tutele su derecho fundamental al Habeas Data, se ordene a la 
accionada, actualizar de manera inmediata la información en la base de datos SIMIT. 
 
Allega como pruebas el accionante lo relacionado en el acápite de pruebas.  
 
Este Juzgado avoco conocimiento y dispuso por el medio más eficaz notificar en legal forma a la 
accionada, para lo cual se libraron las comunicaciones como obra en el expediente.  
 
MÓNICA MARÍA CABRA BAUTISTA, actuando en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la 
Secretaría de Transporte y Movilidad de Cundinamarca, ejerciendo su derecho a la defensa da respuesta 
a cada uno de los hechos planteados por el señor YEIN RINCON GOMEZ, en su escrito de tutela. 
 
Que el artículo 15 de la Carta Magna, señala “Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal 
y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen 
derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos 
de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. 
En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás garantías 
consagradas en la Constitución. 
 
La correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables. Sólo pueden ser 
interceptadas o registradas mediante orden judicial, en los casos y con las formalidades que establezca 
la ley. Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e intervención del 
Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y demás documentos privados, en los 
términos que señale la ley…” 



 
Afirma la accionada que, la presente acción tuvo origen en la petición presentada por el señor YEIN 
RINCON GOMEZ. 
 
Que dicha petición fue resuelta teniendo en cuenta que la base de datos se encuentra actualizada, que 
la accionada no ha vulnerado sus derechos fundamentales,   
 
Indica la accionada que, se debe tener en cuenta lo indicado por la corte Constitucional en la Sentencia 
T 077-2018: “En el mismo proveído, la Corte estableció que el ámbito de aplicación del derecho 
fundamental al hábeas data depende del entorno en el cual se desarrollan los procesos de 
administración de bases de datos personales. En consecuencia, el contexto material de este derecho 
está integrado por “el objeto o la actividad de las entidades administradoras de bases de datos, las 
regulaciones internas, los mecanismos técnicos para la recopilación, procesamiento, almacenamiento, 
seguridad y divulgación de los datos personales y la reglamentación sobre usuarios de los servicios de 
las administradoras de las bases de datos”. Así mismo, precisó los principios que la jurisprudencia había 
desarrollado al conocer de tutelas relacionadas con el derecho al hábeas data. En particular, determinó 
que el proceso de administración de los datos personales se orienta por los principios de libertad, 
necesidad, veracidad, integridad, incorporación, finalidad, utilidad, circulación restringida, caducidad e 
individualidad.” 
De otro lado, el derecho al habeas data o a la autodeterminación informática es aquella garantía 
constitucional que le permite a la persona “conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se 
hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas (…)”. La 
jurisprudencia constitucional ha fijado las siguientes reglas para verificar su afectación: 
“(…) el derecho al habeas data resulta vulnerado en los eventos en que la información contenida en 
un archivo de datos (i) sea recogida de forma ilegal, (ii) sea errónea, (iii) o verse sobre aspectos 
reservados de la esfera personal del individuo”. 
En conclusión, el derecho al habeas data o autodeterminación informática, puede ser transgredido, 
entre otros eventos, en el caso en que la información contenida en una base de datos sea recogida de 
forma ilegal o contenga datos erróneos. 
 
Solicita la accionada se tenga en cuenta las razones expuestas y se de aplicación a la Teoría del Hecho 
Superado, lo cual constituye en una causal de improcedencia de la acción de tutela por la carencia 
actual de objeto, generado por el cese de la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales que 
dio origen a la queja constitucional, Asimismo, solicita que de acuerdo a los argumentos planteados, 
se declare improcedente el amparo de la presente acción Constitucional por la carencia actual de 
objeto, generado por el cese de la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales que dio 
origen a la queja constitucional y dar aplicación a la teoría del Hecho superado, así lo señalo den la 
Sentencia T – 542 del 2006. 
 
Allega como pruebas los relacionados en el acápite de pruebas. 
 

CONSIDERACIONES 
 
En virtud al derecho constitucional establecido en el art. 86 de la Carta Magna el señor YEIN RINCON 
GOMEZ, acude ante el juez a fin de que mediante un trámite preferencial y sumario se le tutele el 
derecho fundamental de petición consagrado en la Constitución Política.  
 
El art.1º preceptúa: “…Colombia es un estado Social de derecho organizado en forma de Republica unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada 
en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general…” 
 
Nuestra Carta magna en su art. 2 indica: “… Son fines esenciales del Estado: servir   a   la comunidad, proveer 
la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación   de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo…”      
 



ARTÍCULO 15. Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y 
el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. 
De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido 
sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. 
 
NOTA: El artículo 15 de la Constitución Política fue modificado por el artículo 1º del Acto Legislativo 2 de 
2003. Dicho Acto Legislativo fue declarado inexequible por la Corte Constitucional, por el vicio de 
procedimiento ocurrido en el sexto debate de la segunda vuelta, mediante sentencia de la Sala Plena. C-816 
de agosto 30 de 2004. Exps. D-5121 y D-5122. M.P. Jaime Córdoba Triviño y Rodrigo Uprimny Yepes. En 
consecuencia, el texto original del artículo 15 de la Constitución Política, que aparece aquí transcrito, 
recobra su vigencia. 
En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás garantías consagradas 
en la Constitución. 
La correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables. Sólo pueden ser interceptadas 
o registradas mediante orden judicial, en los casos y con las formalidades que establezca la ley. 
Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e intervención del Estado podrá 
exigirse la presentación de libros de contabilidad y demás documentos privados, en los términos que señale 
la ley. 
 
El art. 23 preceptúa: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por 
motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 
ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales “. 
 
El derecho de petición está consagrado en la carta magna para que todas las personas que han presentado 
peticiones obtengan una pronta respuesta.  
 
De  igual forma este derecho es aquel que tienen los ciudadanos de dirigirse a una  autoridad,  con  la  
seguridad  que  van  a  recibir  una  respuesta  pronta, oportuna sobre su pedimento, esta repuesta debe 
definir de fondo la solicitud elevada o por lo menos explicar con claridad las etapas, medios términos o 
procesos necesarios para dar una respuesta definitiva y contundente a quien la presentó, así se ha 
pronunciado la Honorable Corte Constitucional, esa omisión en que incurre la autoridad al no responder 
las peticiones con la necesaria prontitud, es de por sí una violación al derecho de petición. 
 
Como se ha pronunciado la Honorable Corte Constitucional, la naturaleza del derecho de petición, y en 
particular su núcleo esencial, como derecho fundamental objeto de protección tutelar, es la certidumbre 
de que, independientemente del contenido de lo que se solicita, se obtenga una respuesta oportuna y eficaz, 
es decir, que resuelva en su fondo lo pedido por el particular.  
 
Igualmente, ha establecido la Honorable Corte Constitucional que el núcleo esencial de este derecho está 
determinado por la pronta respuesta o resolución a lo pedido, respuesta que se entiende dada cuando se 
resuelve de fondo la cuestión planteada, sin importar si es a favor o en contra de las pretensiones del 
solicitante y, en la efectiva notificación del acto, a través del cual, se resuelve la petición presentada. 
 
Revisadas las presentes diligencias, observa este Despacho que del material probatorio que aparece 
relacionado y anexo al expediente, se puede concluir que la accionante radicó derecho de petición ante 
la Sede Operativa de Sibaté, peticionando la actualización de sus datos en el sistema SIMIT. 
 
Se observa dentro de las documentales allegadas que la accionada procede a dar respuesta al accionante 
mediante Oficio CE – 2023652026 del 07 de diciembre de 2023 contestación que fue notificada a través 
de correo electrónico  jhonrojas01@hotmail.com,   el día 07 de diciembre de 2023.    
 
En este orden de ideas y como quiera que la accionada SECRETARIA DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD DE 
CUNDINAMARCA SEDE OPERATIVA DE SIBATE dio contestación de fondo al derecho de petición 
incoado por el señor YEIN RINCON GOMEZ, mediante Oficio CE – 2023652026 del 07 de diciembre de 
2023, contestación que fue notificada a través de correo electrónico jhonrojas01@hotmail.com,   el día 
07 de diciembre de 2023. 
 
Asimismo, se observa dentro de la documental relacionada, pantallazo de la base de datos SIMIT, donde se 
evidencia la actualización respecto del aquí accionante, donde se vislumbra que el mismo ya no cuenta con 
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multas vigentes en dicha base de datos, en consecuencia, no se ha de tutelar el mismo por HECHO 
SUPERADO. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior se desprende que el derecho de petición fue contestado y como en 
reiteradas oportunidades se ha pronunciado la Honorable Corte Constitucional, “Quiere decir, que la 
solución entregada al peticionario debe encontrarse libre de evasivas o premisas ininteligibles que 
desorienten el propósito esencial de la solicitud, sin que ello implique la aceptación de lo solicitado…” 
 
Es así como de conformidad con lo establecido por la Honorable Corte Constitucional en reiterada 
jurisprudencia se entiende que la respuesta dada para resolver de fondo la cuestión planteada, es sin 
importar si es a favor o en contra de las pretensiones del solicitante. 
 
Esta decisión se ha de notificar por el medio más eficaz, advirtiéndole a la parte accionante y a la 
accionada que la anterior decisión es susceptible de impugnación, de no ser así, se ha de remitir a la H. 
Corte Constitucional, para su eventual revisión. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Promiscuo Municipal de Sibaté Cundinamarca, administrando 
justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,  
 

R E S U E L V E 
 
Primero. NO TUTELAR el derecho fundamental al Habeas Data, consagrado en la Constitución 
Nacional, incoado por el señor YEIN RINCON GOMEZ, identificado con la C.C. N° 60.325.970, en 
contra de la SECRETARÍA DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD DE CUNDINAMARCA SEDE 
OPERATIVA DE SIBATE, por HECHO SUPERADO, de conformidad con lo expuesto en la parte 
motiva.  
 
 Segundo. Notifíquese la anterior decisión a la parte accionante y a la accionada, mediante cualquier 
medio idóneo de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1991 y Decreto 306 de 1992. 
 
Tercero. La anterior decisión es susceptible de impugnación, de no ser impugnada remítase a la 
Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La Juez,  
 

 
MARTHA ROCIO CHACON HERNANDEZ 

 

 

 

 

 


